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RESUMEN EJECUTIVO

21
El presente Informe de la Sociedad Civil relativo al Convenio sobre Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD) ofrece la perspectiva de la gente con discapacidad con respecto al cumplimiento por parte de Australia de sus obligaciones a tenor de dicho Convenio.

22
El Informe de la Sociedad Civil ha sido elaborado a partir de consultas realizadas entre personas con discapacidad y organizaciones constituidas para su representación y defensa, pruebas recabadas de investigaciones iniciadas por el gobierno y la comunidad, y diversos informes y presentaciones realizadas por la Sociedad Civil dedicada a la protección y promoción de los derechos humanos de personas con discapacidad. Los aspectos tratados en el presente informe y lagunas destacadas en el cumplimiento por parte del gobierno del CRPD deberían considerarse en el contexto de una nación relativamente rica, donde la mayoría de los australianos disfrutan de un alto nivel de libertad, así como de oportunidades para acceder a la educación y conseguir un buen trabajo, y donde existe el respeto a los derechos individuales.

Avances en la Promoción de los Derechos de las Personas con Discapacidad en Australia

23
Las organizaciones de la Sociedad Civil implicadas en la elaboración de este informe reconocen que, en los últimos 30 años, Australia ha hecho grandes progresos en la promoción de los derechos civiles, políticos, económicos y culturales de las personas con discapacidad. Ello incluye:

(a)
legislación para la no discriminación de los discapacitados, incluido el desarrollo de normas en educación, transporte y acceso a instalaciones;

(b)
acceso a unos ingresos seguros a través de la Pensión de Ayuda a la Discapacidad (DSP) y otras ayudas económicas;

(c)
medidas y programas concretos en apoyo de una mayor participación de las personas con discapacidad en la educación, el empleo y la vida cultural;

(d)
medidas y programas específicos para garantizar la posibilidad de las personas con discapacidad de vivir en comunidad, tales como el cierre de centros asistenciales colectivos y la introducción de medidas individualizadas y personalizadas, que ayuden a las personas discapacitadas a vivir de manera independiente, en particular, el apoyo a un Programa Nacional de Seguro de Discapacidad (NDIS);

(e)
medidas y programas concretos que garanticen a las personas con discapacidad un mayor acceso al sistema judicial, sin que sufran violencia y abusos;

(f)
financiación de las Organizaciones de Personas Discapacitadas (DPO) y compromiso creciente de consultar con ellas cualquier aspecto que afecte a la vida de las personas con discapacidad;

(g)
financiación de organizaciones defensoras y centros de asistencia jurídica para personas con discapacidad;

(h)
mejoras en la financiación de ayudas y equipamiento, incluidos equipos de telecomunicaciones;

(i)
introducción de una Estrategia Nacional sobre Discapacidad (NDS) para la implantación del CRPD en todas las jurisdicciones de Australia; y

(j)
desarrollo e implantación de una Estrategia de Desarrollo para Todos, que informe de las obligaciones de Australia a tenor del Artículo 32.

24
No obstante, y a pesar de las antedichas reformas, las personas discapacitadas continúan muy por detrás de las personas sin discapacidad en Australia, así como de los discapacitados de otros países.

25
Lo expuesto a continuación refleja la situación actual de las personas con discapacidad en Australia.

Implicación de las Personas con Discapacidad y las Organizaciones para su Representación y Defensa (Artículos 4 y 33)

26
Australia no ha promovido la participación efectiva de las personas discapacitadas y sus organizaciones en todas las fases de la planificación, implantación y supervisión de la implementación del CRPD. Ello es un elemento crítico y esencial en el cumplimiento del CRPD y pone en peligro todos los esfuerzos realizados en la actualidad en respuesta a la violación de los derechos humanos y a las lagunas normativas con respecto a la total integración de los australianos con discapacidad.

27
Australia debe establecer un mecanismo sólido y proporcionar los recursos oportunos que permitan a las personas con discapacidad y a sus organizaciones tener voz efectiva y representativa en la planificación, supervisión e implantación del CRPD.

28
Todas las administraciones australianas — federal, estatal y territorial — deben proporcionar recursos adecuados que garanticen que las personas con discapacidad tienen acceso al apoyo y defensa necesarios para hacer valer y disfrutar de sus derechos y libertades fundamentales a tenor del CRPD.

Marco Legislativo (Artículo 5)

29
Australia no ha establecido una Ley de Derechos Humanos completa y exigible judicialmente, que incorpore las obligaciones de Australia a tenor del Convenio. La legislación existente es escasa en cuanto a la plena implementación de las obligaciones del Convenio. La legislación actual en materia de no discriminación no protege de manera eficaz frente a la discriminación sistémica e interseccional. La legislación sobre discriminación en materia de discapacidad establece asimismo limitaciones y exenciones que minan su eficacia.

30
La legislación, política y programas difieren entre los gobiernos estatales y territoriales. Ello restringe las posibilidades de las personas con discapacidad para desplazarse entre jurisdicciones y obtener la misma protección de sus derechos y libertades en todo el país.

31
Australia debe diseñar una Ley de Derechos Humanos que ofrezca protección en cuanto a los derechos humanos más amplios reflejados en el CRPD.

Mujeres con Discapacidad (Artículo 6)

32
Los niveles de discriminación y desigualdad experimentados en mayor medida por las mujeres con discapacidad han sido ampliamente obviados, pasando desapercibidos para la normativa y políticas de servicio a la discapacidad 'sin distinción de sexos', lo mismo que ha ocurrido en la normativa y políticas relativas a las mujeres en general.

Este informe destaca los aspectos que preocupan a las mujeres con discapacidad, con recomendaciones para todos los gobiernos de Australia a fin de que realicen un estudio completo de la situación de las mujeres con discapacidad en Australia y fortalezcan los marcos legislativo y político, de modo que se garantice que las mujeres discapacitadas puedan ejercer sus derechos.

Niños con Discapacidad (Artículo 7)

33
Australia no dispone de un Comisionado nacional para la Infancia que promueva, defienda e investigue sobre los derechos de los menores, incluidos los menores con discapacidad, en Australia. Los menores y jóvenes con discapacidad quedan normalmente al margen de los procesos de toma de decisiones dirigidos a menores y jóvenes en general. Los menores discapacitados aborígenes e isleños del Estrecho de Torres no suelen tener acceso al apoyo de intervención temprana necesario para garantizar su pleno desarrollo y participación en la vida de la comunidad. El presente informe destaca los problemas relativos a menores y jóvenes con discapacidad en toda su extensión, y recomienda a Australia llevar a cabo un análisis completo de la situación de los menores australianos con discapacidad, con el objeto de contribuir al progreso de los derechos contenidos en el CRPD y el Convenio sobre los Derechos del Menor (CROC).

Aspectos Interseccionales Prioritarios en la Acción del Gobierno Australiano

34
La discriminación intersectorial experimentada por las personas con discapacidad de origen no angloparlante, y habitantes aborígenes e isleños del Estrecho de Torres con discapacidad requieren un enfoque prioritario por parte de todas las administraciones australianas. Ambos grupos experimentan elevados niveles de discriminación y desigualdad, incluido un alto nivel de pobreza. La falta de recogida de datos desglosados y completos esconde a menudo este hecho. La legislación, políticas y programas actuales en materia de discriminación son insuficientes para tratar este problema.

Sensibilización sobre la Discapacidad (Artículo 8)

35
El presente informe destaca la necesidad de una acción concertada por parte de todos los gobiernos para conseguir concienciar sobre el tema de la discapacidad en todas las áreas de la administración pública, empresa y comunidad. Se llama la atención, en particular, sobre la necesidad de educación en prácticas integradoras para profesionales de los medios, educación, empleo, salud y sistemas judiciales.

Accesibilidad (Artículo 9)

36
Aunque se hayan conseguido ciertos logros positivos por parte del gobierno en la elaboración de normativa anti-discriminación, el presente informe requiere un esfuerzo mucho mayor desde todos los niveles del gobierno para conseguir que las comunidades sean plenamente accesibles. El cumplimiento de la mayoría de los artículos del CRPD se fundamenta principalmente en unas infraestructuras, transporte y telecomunicaciones accesibles.

Protección en Situaciones de Emergencia Humanitaria (Artículo 11)

37
Los australianos han experimentado recientemente catástrofes humanitarias causadas por inundaciones e incendios en épocas de condiciones climatológicas extremas. Resulta obvio, a 

partir de dichas experiencias, que la planificación y preparación de situaciones catastróficas debe tener en cuenta las necesidades concretas de las personas con diferentes tipos de discapacidad, durante todas las fases de preparación, planificación, implantación y recuperación post-emergencias y gestión de catástrofes.

Igualdad ante la Ley (Artículo 12)

38
Existen algunas leyes, políticas y prácticas que niegan o disminuyen el reconocimiento de las personas con discapacidad como personas ante la ley, o niegan o disminuyen la posibilidad de tales personas de ejercer su capacidad jurídica. Los procedimientos sustitutorios para la toma de decisiones varían de una jurisdicción a otra, siendo un tema clave en la violación significativa y extendida de los derechos humanos, en particular, con respecto a aquellos que podrían necesitar ayuda en la toma de decisiones.

39
Australia debe retirar su Declaración Interpretativa con relación al Artículo 12.

Acceso a la Justicia (Artículo 13)

40
En Australia, las personas discapacitadas no tienen pleno acceso a la participación en el sistema judicial, en igualdad de condiciones con las personas sin discapacidad. Por lo que respecta a la participación en jurados, accesibilidad y adaptabilidad de los procedimientos, servicios jurídicos independientes y tratamiento justo y acceso a ayudas a la discapacidad y rehabilitación en centros penitenciarios, se sigue permitiendo la discriminación por razón de discapacidad. Asimismo, al no reconocerse la credibilidad de las personas con discapacidad cognitiva o psicosocial ante la ley, como testigos o víctimas, se está posibilitando que los que cometen abusos y agresiones no respondan por tales actos.

41
Un número exagerado de personas con discapacidad señala la existencia de enormes fallos en el sistema judicial, a la hora de evitar e impedir sentencias que impongan penas privativas y proporcionar posteriormente la ayuda y rehabilitación oportunas.

42
Es necesario llevar a cabo importantes reformas con respecto al tratamiento de las personas con discapacidad en el sistema judicial.

Libertad y Seguridad de las Personas (Artículo 14)

43
En Australia, aunque la legislación no permite la privación de libertad sin los argumentos lícitos y oportunos, las personas con discapacidad se enfrentan a tasas más altas de privación de libertad que el resto de la población. Existen pruebas de que, en la práctica, la legislación en materia tutelar se separa del apoyo a la autonomía individual y tiende a un enfoque más paternalista y protector. Existe sobre todo una cierta inquietud en cuanto a las circunstancias particulares de aquellas personas con discapacidad cognitiva y psicosocial.

Derecho a No Sufrir Tratamiento Cruel e Inhumano, Abuso o Abandono (Artículos 15 y 16)

44
Nuestras consultas dieron muestras de la existencia extendida de abuso, tratamiento inhumano y abandono, concretamente con respecto a personas con discapacidad cognitiva y psicosocial y personas con demencia. Las soluciones y enfoques que presenta el modelo médico, 

regímenes de gestión del comportamiento y un alto nivel de ignorancia sobre los derechos humanos por parte de los profesionales de la salud contribuyen a la existencia de abusos y trato inhumano a las personas con discapacidad. Resulta asimismo preocupante el maltrato y abandono de personas que experimentan alguna discapacidad psicosocial en centros de detención para inmigrantes, a resultas del abuso o trato inadecuado de sus derechos humanos.

45
El acceso a la defensa y apoyo jurídico individual y sistemático con relación a estos temas está falto de recursos y no se ofrece ni resulta accesible para muchas personas con discapacidad que necesitan asistencia para proteger y promover sus derechos humanos.

46
Este informe solicita una investigación significativa e importantes reformas con respecto al abuso, maltrato y abandono de personas con discapacidad que son ingresadas en instituciones o están bajo regímenes de tratamiento forzoso. Asimismo, recomienda que los gobiernos cumplan con su obligación de protección de las personas vulnerables debido a dicho abandono, mediante la financiación de programas de defensa independientes, y a disposición de todas las personas con discapacidad.

Protección de la Integridad de las Personas (Artículo 17)

47
La legislación, políticas y prácticas existentes en materia de salud mental, en particular, con respecto a las órdenes de tratamiento forzoso (CTO) y la ausencia de medidas de protección y recursos no protegen adecuadamente la integridad de las personas y, en algunos casos, causan daños a su integridad de manera activa.

48
Australia debe retirar su Declaración Interpretativa con relación al Artículo 17.

Libertad de Movimiento y Nacionalidad (Artículo 18)

49
Las políticas australianas sobre inmigración y refugiados discriminan a las personas discapacitadas y a sus familias, restringiendo gravemente su libertad de movimiento y capacidad para elegir su nacionalidad.

50
Australia debe retirar su Declaración Interpretativa con relación al Artículo 18.

Independencia dentro de la Comunidad y Autodeterminación (Artículos 19 y 20)

51
A pesar de la introducción de normativa para acabar con modelos institucionales de alojamiento y ayuda a la discapacidad, muchos discapacitados siguen dependiendo de vivienda institucional y planes de ayuda debido a la ausencia de compromiso por parte de los gobiernos de cada una de las jurisdicciones de invertir en las reformas necesarias. Los proyectos actuales de financiación no tienen casi fondos y las administraciones están divididas y son ineficaces, lo que limita o impide la libertad de movimiento dentro de Australia, debido a la naturaleza de los acuerdos entre la administración estatal y regional. El acceso a las ayudas y equipamiento que fomente la movilidad e independencia también está racionado y no se ofrece como un derecho. Como nota positiva, cabe destacar que los gobiernos australianos han suscrito un informe de la Comisión de Productividad (PC) por el 

que se exige una reforma masiva y un empuje a la financiación de las ayudas a la discapacidad en Australia.

52
Australia debe cerrar todas las instituciones y acabar con acuerdos obligados de copropiedad y otras instalaciones de atención para personas discapacitadas que proporcionan alojamiento y soporte. Son necesarias reformas que conviertan en un derecho la asistencia a la discapacidad 

y las ayudas y equipos necesarios para vivir de manera independiente dentro de la comunidad, y que garanticen que los acuerdos de financiación en apoyo de la discapacidad maximizan la autonomía personal y la autodeterminación.

Libertad de Expresión y Acceso a la Información (Artículo 21)

53
A fin de que todos podamos compartir las mismas oportunidades de comunicación y expresión de la opinión, debe realizarse un gran esfuerzo desde todos los niveles de gobierno para garantizar el acceso a la información disponible en los diversos medios y diferentes formatos. Resulta asimismo crítico para las personas sordas que el lenguaje de signos australiano (Auslan) sea reconocido oficialmente por las administraciones públicas.

Respeto por el Hogar y la Familia (Artículo 23)

54
Muchas personas con discapacidad experimentan la discriminación y el abandono con respecto a su derecho a expresar su sexualidad, elección de relaciones, tener una familia y el apoyo a los padres — todo lo cual se da por hecho para prácticamente el resto de los australianos. Muchos de aquellos que dependen de ayudas a la discapacidad soportan actitudes paternalistas y moralistas por parte del personal de apoyo y proveedores de servicio, y sus necesidades de ayuda para el desarrollo y mantenimiento de relaciones y amistades, así como su decisión de casarse of formar asociaciones, reciben muy poco o ningún soporte a nivel de políticas o prestación de servicios. La discriminación contra padres con discapacidad se da de manera abundante en cuanto a las agencias de protección de menores, y su interacción con el sistema de ayuda a la discapacidad está llevando a una mayor tasa de menores que son separados de padres con discapacidad que los que lo son de padres sin discapacidad.

55
Se llama la atención de manera especial sobre el uso continuado de la esterilización no terapéutica de mujeres y niñas con discapacidad y la ausencia de legislación en Australia que prohíba dicha práctica.

56
El presente informe solicita una gran reforma de la legislación, acuerdos de cooperación y educación tanto de las personas con discapacidad como del resto de la comunidad, a fin de aumentar el respeto y el reconocimiento de este derecho fundamental del ser humano de participar en la vida familiar.

Educación (Artículo 24)

57
La falta de garantías por parte del gobierno australiano para que la educación en los principales sistemas educativos esté plena y equitativamente a disposición de los estudiantes con alguna discapacidad socava el potencial de las personas discapacitadas para contribuir plenamente a la vida económica, cultural, social y política de la sociedad australiana. Profesores poco formados, financiación inadecuada de las ayudas a la discapacidad y falta de compromiso moral hacia una educación integradora, además de ausencia de liderazgo por parte de las autoridades estatales de educación, contribuye al importante fracaso sistemático en este área.  Al no existir un sistema educativo efectivo e integrador, se mantiene la demanda de escuelas especiales segregadas, lo que limita la posibilidad de integración en otras áreas de la vida, tanto en la niñez como, posteriormente, en la edad adulta.

58
El presente informe hace un llamamiento a todos los gobiernos australianos para que proporcionen el liderazgo y recursos necesarios a fin de llevar a cabo una reforma tendente a conseguir una educación integradora.

Salud, Habilitación y Rehabilitación (Artículos 25 y 26)

59
El acceso a la salud en la comunidad, y la especialización en cuidados intensivos y salud de personas discapacitadas está limitada por las presiones sobre los presupuestos sanitarios generales de la comunidad. La discriminación contra los discapacitados en el sistema sanitario va desde una deficiente accesibilidad a las instalaciones, poco acceso a controles de salud sexual y reproductiva y pocas expectativas de buena salud dada su discapacidad preexistente. La falta de adaptación de los protocolos de servicio sanitario y medidas de asistencia, que conjuguen las diferentes necesidades de apoyo a la discapacidad en este sector, convierte la estancia en un centro hospitalario en una experiencia estresante y, en algunos casos, contraproducente, en cuanto al estado de salud de personas con discapacidad.

60
El acceso a los servicios sanitarios para los aborígenes y los habitantes del Estrecho de Torres con discapacidad es incluso más limitado, sobre todo, en áreas aisladas, lo que lleva a un agravamiento de su discapacidad.

61
La falta de programas intensivos de habilitación y rehabilitación reduce el potencial y posibilidades de muchas personas con discapacidad para llevar una vida independiente y participar plenamente en la vida de la comunidad. Muchos de los servicios actuales proporcionan ayudas segregadas que suponen vidas marginadas para muchos adultos con discapacidad. Existe además la necesidad de servicios sanitarios especializados para discapacitados que atiendan discapacidades específicas, así como una variedad de servicios terapéuticos diseñados para maximizar la independencia y participación en la vida de la comunidad.

62
Resulta vital que todos los gobiernos australianos revisen las necesidades sanitarias de las personas con discapacidad con amplias campañas sanitarias preventivas y proactivas, y se ofrezca atención especializada para la habilitación y rehabilitación de la discapacidad dentro de los servicios sanitarios comunitarios centrales.

Trabajo y Contratación (Artículo 27)

63
La tasa de empleo de personas con discapacidad en Australia se encuentra entre una de las más bajas de los países de la OCDE. Aunque existen varias iniciativas laborables por parte del gobierno para apoyar la contratación de los discapacitados, las tasas de colocación son muy bajas y tienden a beneficiar a aquellos que vuelven al trabajo después de un accidente más que a los que tienen una discapacidad congénita o a largo plazo. Se ha hecho muy poco para eliminar las barreras estructurales y sistémicas en el lugar de trabajo, lo que limita la posibilidad de contratación de muchas personas con discapacidad. La tasa de empleo entre los discapacitados en el sector público ha descendido en las dos últimas décadas. Puestos mal remunerados en centros de trabajo protegidos/segregados, con apoyo y subvención estatales, continúan siendo la única vía de empleo para un gran número de personas con discapacidad. Son incluso peores las oportunidades laborales para los discapacitados de las comunidades aborígenes y de isleños del Estrecho de Torres, debido a la falta de opciones culturalmente 

importantes. Muchas personas con mayor necesidad de apoyo, que tienen las mismas aspiraciones de trabajar y ser productivos, han sido considerados como no contratables, lo que trae graves implicaciones para la autoestima y bienestar derivados de una vida productiva. Es necesario desarrollar enfoques más creativos y amplios que aprovechen al máximo su capacitas para realizar una aportación positiva.

Ingresos y Protección Social (Artículo 28)

64
Aunque Australia proporciona seguridad económica a través de la Pensión de Ayuda a la Discapacidad (DSP) y otras ayudas, las personas con discapacidad representan una mayoría cuando observamos los indicadores de dificultades financieras y pobreza. Los discapacitados australianos se encuentran en la última posición de entre los 27 países incluidos en las clasificaciones nacionales de pobreza de la OCDE. A pesar de ello, Australia ha introducido medidas punitivas para sacar de la DSP a los discapacitados con capacidad para trabajar, y hacerlas acogerse a prestaciones por desempleo con un nivel mucho más bajo de ingresos. La nuevas Tablas de deficiencias que se han introducido tendrán un impacto negativo en grupos concretos de personas con discapacidad y no supondrán una estrategia justa ni útil para el fomento del empleo de personas con discapacidad.

65
Existe un alto porcentaje de habitantes de las comunidades aborígenes y de isleños del Estrecho de Torres con algún tipo de impedimento o condición médica, y la falta de modelos de trabajo culturalmente apropiados y servicios de soporte limitados en las comunidades más aisladas supone incluso una mayor desventaja para dicha población.

66
Los inmigrantes con discapacidad que llegan a Australia (distintos de los que vienen por razones humanitarias) se ven obligados a esperar diez años antes de que puedan acceder a la Pensión de Ayuda a la Discapacidad.

67
Este informe reclama a Australia la reforma del sistema de garantía de ingresos, de manera que se permita a las personas con discapacidad disponer de unos ingresos con los que puedan vivir, se tengan en cuenta las diferentes necesidades de los discapacitados de la comunidad aborigen y de isleños del Estrecho de Torres y se elimine el plazo de espera de los inmigrantes para acceder a la DSP.

Participación en la Vida Política y Pública (Artículo 29)

68
La legislación actual relativa a los procesos electorales permite que muchas personas con discapacidad (en particular, aquellos con discapacidad intelectual y cognitiva) queden automáticamente exentos del sistema obligatorio de votación australiano, en vez de asumirse su capacidad a menos que se pueda probar lo contrario. La accesibilidad de las medidas para garantizar una votación secreta convierten a dicha votación en desigual y menos accesible para las personas con algún impedimento visual o de alfabetización. La participación de las personas con discapacidad en el proceso político, incluida su posible presentación como candidato, se ve limitada por la inexistencia de una adecuada financiación que apoye a las organizaciones que las representan a fin de que puedan fomentar dicha participación activa.

69
El presente informe reclama la realización de modificaciones a la normativa electoral para que promueva la accesibilidad a las votaciones y ofrezca los medios para que se produzca la asistencia y el voto y, de este modo, se maximice la oportunidad de todas las personas con discapacidad de cumplir con sus obligaciones como ciudadanos. Una estrategia clave debería ser la mejora de la financiación a organizaciones representativas de las personas con discapacidad para fomentar el compromiso activo en la esfera política.

Participación en la Vida Cultural, de Recreo, Ocio y Deportes (Artículo 30)

70
Los programas que faciliten y apoyen la participación en un amplio abanico de posibilidades culturales y recreativas dentro de la comunidad reciben poca atención del gobierno. Los gobiernos han invertido en programas deportivos de élite, mientras que no ha existido apenas 

inversión en la participación popular accesible e integradora en eventos o programas culturales, artísticos y de ocio, o clubes y actividades deportivas. A lo largo de las tres últimas décadas, se ha visto como ha disminuido la atención a las necesidades de las personas que requieren un mayor apoyo, a la hora de facilitarles las relaciones sociales y de amistad y el sentimiento de pertenencia a un grupo.

71
Destaca la necesidad de una acción estatal para la inversión en programas que desarrollen relaciones sociales y de amistad, a través de la participación en las artes, el ocio y el deporte.

Estadísticas y Recogida de Datos (Artículo 31)

72
Aunque Australia recaba estadísticas y datos en varias maneras, dichos datos no son casi nunca desglosados ni se informa sobre ellos a efectos de implantación de las correspondientes políticas.

73
Australia debe desarrollar enfoques coherentes para la recogida de datos desglosados por tipo de discapacidad y otra información demográfica, incluido género, edad, ubicación geográfica, condición autóctona, etnia y contexto cultural.

Cooperación y Desarrollo Internacional (Artículo 32)

74
Australia ha realizado una importante y positiva inversión de fondos en apoyo de programas de desarrollo integrado a nivel internacional. No obstante, es necesario un mayor énfasis en promover la participación de los australianos discapacitados y sus organizaciones, con un rol de liderazgo en dicho proceso, y facilitarles los recursos que les permita establecer enlaces y conexiones con las organizaciones de personas discapacitadas (DPOs) en países en vías de desarrollo.

75
El presente informe exhorta a Australia a nutrir el liderazgo y la participación de las personas con discapacidad, de modo que dispongan de nexos con personas discapacitadas de otros países en desarrollo y sus organizaciones.

Implantación Nacional y Supervisión (Artículo 33)

76
A pesar de que Australia ha establecido la implantación y los mecanismos de supervisión del CRPD, lo ha hecho en gran medida sin la participación de personas con discapacidad. La supervisión continuada del CRPD continúa siendo problemática, con un papel simbólico en dicho proceso para las personas con discapacidad.
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Australia debe hacer partícipes a las personas con discapacidad y proporcionarles los recursos oportunos, a través de sus organizaciones representativas y de defensa, en todos los aspectos del proceso de implantación y supervisión del CRPD.

RECOMENDACIONES

_____________________________________________________________________________

Artículo 4

•
Que Australia implemente las recomendaciones de la Revisión Periódica Universal y establezca una Ley sobre Derechos Humanos exigible judicialmente, que incorpore las obligaciones australianas a tenor del CRPD y otros tratados sobre derechos humanos.

•
Que Australia, en asociación con las personas con discapacidad y a través de sus organizaciones representativas, establezca mecanismos sólidos de compromiso para garantizar la participación significativa en el desarrollo e implantación de normativa y políticas que desarrollen el presente convenio, y en otros procesos de toma de decisiones correspondientes a los diversos aspectos relativos a las personas con discapacidad.

•
Que Australia garantice que las organizaciones representativas de personas con discapacidad dispongan de recursos adecuados para participar efectivamente en las actividades de implantación y supervisión.

•
Que Australia garantice a todas las personas con discapacidad el acceso a la diversidad de defensa independiente que necesiten para hacer valer y disfrutar de sus derechos humanos y libertades fundamentales en virtud del CRPD. Para fijar la independencia y evitar conflictos de intereses, el apoyo a la defensa con fondos públicos deberá ser administrado a nivel del gobierno y proporcionado a las personas con discapacidad por parte de agencias que no financien, administren ni presten servicios a la discapacidad.

•
Que se establezca y financie un programa de defensa individual, cuya titularidad y gestión corresponda a discapacitados aborígenes e isleños del Estrecho de Torres.

Artículo 5

•
Que se fortalezcan las leyes contra la discriminación, a fin de que:

o
se acometa la lucha contra la discriminación interseccional;

o
se puedan oír las quejas en un proceso sin coste;

o
se facilite la comunicación de quejas por parte de las Personas Discapacitadas a través de sus representantes y Organizaciones de Defensa; y

o
se permita la denuncia de delitos motivados por prejuicios y de difamación por razón de discapacidad.

Artículo 6

•
Que Australia proporcione los recursos necesarios a las diversas agencias de recogida de datos e información (en concreto, la Oficina Australiana de Estadística) a fin de mejorar la disponibilidad al público de datos desglosados por género, discapacidad, edad, etnia y condición aborigen o de isleño del Estrecho de Torres.

•
Que Australia encargue y financie un estudio sobre la situación de las niñas y mujeres con discapacidad, para establecer una línea de base de datos desglosados con respecto a la que se puedan medir los avances futuros hacia el Convenio sobre Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y derechos del CRPD.

Artículo 7

•
Que Australia establezca un comisionado y oficina nacional del menor con la función específica de promover, defender e investigar los derechos de todos los niños y niñas de Australia, incluidos los derechos de los menores con discapacidad.

•
Que Australia incorpore expresamente los derechos del CRPD, incluido el principio del mejor interés del menor, en la legislación, políticas y estándares de programas y servicios, procedimientos operativos y marcos de cumplimiento que resulten de aplicación a los menores y jóvenes en general.

•
Que Australia desarrolle estrategias y mecanismos exhaustivos que garanticen a los menores y jóvenes discapacitados su plena y equitativa participación en consultas, procesos de toma de decisiones y desarrollo de políticas que afecten las vidas de menores y jóvenes.

•
Que Australia trabaje con las comunidades de aborígenes e isleños del Estrecho de Torres, así como con las organizaciones representativas de los menores con discapacidad de dichas comunidades, para dar respuesta y apoyo a los menores discapacitados aborígenes y del Estrecho de Torres, con recursos adecuados y culturalmente oportunos, ubicados localmente y de titularidad comunitaria.

•
Que Australia encargue y financie un estudio completo sobre la situación de los menores con discapacidad, a fin de establecer una línea de base de datos desglosados con los que se pueda medir el avance futuro hacia el Convenio sobre los Derechos del Menor y derechos del CRPD.

Artículo 8

•
Que, como parte de la Estrategia Nacional para la Discapacidad 2010 -2020, se desarrolle un plan nacional de acción para todos los gobiernos, que promueva la concienciación y sensibilización sobre los derechos de las personas con discapacidad en toda su extensión.

Artículo 9

•
Que la Estrategia Nacional para la Discapacidad incorpore medidas, tales como requisitos de licencia o códigos obligatorios, dirigidos a solucionar el problema del incumplimiento de los Estándares sobre Discapacidad.

•
Que la Estrategia Nacional para la Discapacidad incorpore medidas para el cumplimiento de la totalidad de las obligaciones de accesibilidad en virtud del Artículo 9 del CRPD.

Artículo 10

•
Que Australia desarrolle una política y directrices nacionales claras con respecto al derecho a la vida, incluido el acceso a soportes vitales, coherentes con y equivalentes a los de los australianos sin discapacidad.

•
Que Australia garantice que la formación de los profesionales sanitarios incluya la educación en derechos humanos de personas con discapacidad, en cuanto al derecho a la vida y el acceso a la atención y tratamiento oportunos para cubrir sus necesidades vitales.

Artículo 11

•
Que Australia fije unos estándares a nivel nacional para la gestión de emergencias, en consulta con personas discapacitadas y a través de sus organizaciones de representación y defensa, que serán implantados en los tres niveles gubernamentales e integrarán las diversas deficiencias, cubriendo todas las fases preparatorias de la gestión de emergencias, alerta temprana, evacuación, alojamiento temporal y apoyo y recuperación y construcción.

•
Que Australia establezca unas políticas y directrices para coordinar el trabajo de las agencias de apoyo a discapacitados y en situaciones de emergencia, y que garantice la continuidad de los sistemas de apoyo a las personas con discapacidad durante una emergencia y en la fase de recuperación.

Artículo 12

•
Que Australia retire la Declaración Interpretativa relativa al Artículo 12.

•
Que, en consulta con personas con discapacidad y sus organizaciones de representación, defensa y asesoramiento jurídico, Australia realice una auditoría completa de sus leyes, políticas y acuerdos administrativos en torno a la capacidad jurídica, a fin de:

o
modificar, derogar o anular aquellas leyes o políticas, neutralizar toda práctica o costumbre que tenga por objeto o efecto negar o disminuir el reconocimiento de cualquier persona como persona ante la ley, o de negar o disminuir la potestad de cualquier persona de ejercer su capacidad jurídica;

o
promulgar leyes que reconozcan el derecho de toda persona a ser reconocida ante la ley en cualquier circunstancia; que creen una presunción de capacidad jurídica para todas las personas, y que abarquen expresamente todas aquellas circunstancias donde se requiera ayuda para que una persona ejerza su capacidad jurídica;

o
reconocer el hecho de que las personas discapacitadas se apoyarán particularmente en dichas leyes, que las disposiciones correspondientes deberán obligar a todas las partes implicadas a proporcionar un alojamiento razonable que atienda a las necesidades de las personas con discapacidad, y a diseñar un conjunto de medidas positivas que garanticen a las personas con discapacidad el ejercicio de su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con otras personas;

o
consagrar la primacía de mecanismos de ayuda para la toma de decisiones en el ejercicio de su capacidad jurídica;

o
establecer un sistema completo centrado sólida y positivamente en promover y apoyar a las personas para que hagan valer y ejerzan efectivamente su capacidad jurídica, y en salvaguardar frente al abuso y explotación en los procesos de toma de decisiones sustitutivos y asistidos, tanto formales como informales; y

o
establecer delitos específicos relativos a la explotación, abuso y abandono de personas con discapacidad sujetas a procesos de toma de decisiones sustitutivos o asistidos.

Artículo 13

•
Que Australia establezca un tribunal competente para la emisión de la correspondiente Orden de Medidas de Protección en materia de Costas, para asuntos de interés público.

•
Que se facilite la oportuna financiación a los Centros Jurídicos de la Comunidad, a fin de garantizar el acceso a la justicia a personas con discapacidad, y se establezca un Centro Nacional de Derechos de los Discapacitados.

•
Que se incorporen módulos estándar y obligatorios sobre el trabajo con personas discapacitadas en los programas de formación de la policía, funcionarios de prisiones, funcionarios judiciales y otro personal de los juzgados.

•
Que todas las personas con discapacidad puedan ser elegidas para formar parte de un jurado popular.

•
Que Australia desarrolle programas y sistemas completos de apoyo social, específicamente cultural y por género, para identificar y prevenir las circunstancias que contribuyen a que los menores y jóvenes con discapacidad entren en contacto con el sistema juvenil de justicia.

•
Que Australia implemente un conjunto complementario de programas y mecanismos y sentencias alternativas, específicamente por origen cultural y género, que se integre con paquetes de apoyo a la discapacidad y programas de asistencia social, y que impida que los adultos con discapacidad pasen por el sistema judicial penal.

Artículo 14

•
Que Australia garantice la plena adaptación al CRPD de los marcos legislativo, administrativo y político, que hasta ahora privan a las personas discapacitadas de sus libertades y afectan a su seguridad.

•
Que Australia, con carácter de urgencia, termine el uso no autorizado de prisiones para la gestión de personas discapacitadas no condenadas, sobre todo de discapacitados de las comunidades aborígenes y del Estrecho de Torres, estableciendo marcos de apoyo legislativo y administrativo en cumplimiento del CRPD.

•
Que Australia establezca unas directrices y prácticas de obligado cumplimiento que garanticen que las personas discapacitadas privadas de libertad en el sistema judicial penal dispongan del apoyo y alojamiento adecuados.

•
Que Australia modifique la legislación relativa a los delitos para incluir el delito (estatutario) específico de privación de libertad.

Artículo 15

•
Que Australia ratifique el Protocolo Opcional del Convenio contra la Tortura.

•
Que Australia promulgue leyes en todas sus jurisdicciones, que criminalicen plenamente los tratos o castigos crueles, inhumanos o denigrantes y fije las acciones legales que habrán de tomarse para subsanar su incumplimiento.

•
Que Australia establezca un marco nacional coherente, legislativo y administrativo, para la protección de personas con discapacidad frente a prácticas restrictivas y de modificación de la conducta que puedan causar daño y sufrimiento, incluida la prohibición de prácticas concretas de modificación de la conducta y sus correspondientes sanciones penales.

•
Que Australia desarrolle un plan nacional basado en hechos probados, que delimite las acciones para el desarrollo de estrategias de apoyo a la propia conducta, y que reconozca y respete la integridad física y mental de las personas; así como para la eliminación de factores medioambientales y enfoques de tratamiento que han demostrado agravar ciertas conductas, lo que conduce a la aplicación de niveles inadecuados de restricción y contención.

•
Que Australia lleve a cabo una consulta nacional sobre el uso de prácticas restrictivas con menores y jóvenes con discapacidad, en escuelas ordinarias y segregadas, e identifique e implemente recomendaciones para la eliminación de dichas prácticas.

•
Que Australia actúe según las recomendaciones del Comité de las NU contra la Tortura, a fin de garantizar que los detenidos inmigrantes dispongan de la atención sanitaria física y mental oportuna, incluidos exámenes médicos rutinarios.

Artículo 16

•
Que Australia establezca un mecanismo independiente, jurídico y nacional de protección, con amplias funciones y poderes para proteger, investigar y contrarrestar los descubrimientos que realice en cuanto a situaciones de explotación, violencia y abuso sufridas por personas discapacitadas, y acometa la lucha contra las múltiples y agravadas formas de violencia y abuso que resultan de la intersección de la 'discapacidad' con otras características, tales como género, edad, condición autóctona y condición racial, cultural o lingüística.

•
Que Australia encargue a la Comisión Australiana sobre Derechos Humanos que lleve a cabo un estudio público completo sobre la incidencia, formas y circunstancias de explotación, violencia y abuso de personas con discapacidad en la comunidad y dentro de un amplio abanico de establecimientos de servicios, que tenga en cuenta el género y la edad en la análisis de dicha explotación, violencia y abuso, así como la situación particular de los discapacitados aborígenes y habitantes de Estrecho de Torres, y personas con discapacidad de origen no angloparlante.

•
Que Australia, en asociación con organizaciones de representación y defensa de los discapacitados, establezca un marco estratégico nacional y coordinado para la prevención de la explotación, violencia y abuso sufridos por hombres, mujeres y jóvenes con discapacidad, que incluya medidas para:

o
desarrollar la resistencia, aptitudes de autodefensa, comportamientos protectores, conocimiento de derechos y mecanismos de compensación, entre las personas con discapacidad;

o
abordar las circunstancias específicas de las comunidades de discapacitados aborígenes y de isleños de Estrecho de Torres, y personas discapacitadas de origen no angloparlante;

o
coordinar y vincular los diversos sistemas de servicios, incluidos los servicios relativos a discapacidad, salud mental, vivienda y abuso sexual;

o
reorientar las políticas y procedimientos de servicio de manera que reflejen las obligaciones en materia de derechos humanos; y

o
sensibilizar a toda la comunidad y a los diversos sistemas, como el judicial, jurídico, sanitario, de servicios sociales, salud y educativo.

•
Que Australia planee urgentemente el cierre de centros de atención residencial y otras instituciones, y desarrolle alternativas para la vida real en comunidad, incluida la financiación individualizada y ayudas autogestionadas para personas con discapacidad.

•
Que Australia garantice a todas las personas con discapacidad la posibilidad de acceder a programas de asistencia para su defensa independiente, según sea necesario para hacer valer y ejercer sus derechos humanos y libertades fundamentales a tenor del CRPD.

•
Que se establezca un programa de defensa individual, de titularidad y gestión por parte de los habitantes aborígenes y del Estrecho de Torres con discapacidad, facilitando los recursos para ello.

Artículo 17

•
Que Australia retire su Declaración Interpretativa con relación al Artículo 17.

•
Que, en consulta con las personas discapacitadas, a través de sus organizaciones representativas, jurídicas y de defensa, Australia lleve a cabo una auditoría exhaustiva de leyes, políticas y acuerdos administrativos que respalden tratamientos forzosos, con la intención de:

o
introducir reformas para eliminar leyes y prácticas que hagan referencia a tratamientos forzosos que violen los derechos humanos;

o
trabajar con las personas discapacitadas y sus organizaciones representativas y de defensa en el desarrollo de las ayudas y mecanismos oportunos para aquellas personas con riesgo de causar daños a si mismas o a otras personas, independientemente de su discapacidad; e

o
implementar acuerdos administrativos centrados en apoyar la toma de decisiones.

Artículo 18

•
Que Australia retire la Declaración Interpretativa relativa al Artículo 18.

•
Que se elimine la exención de la Ley contra la Discriminación por Discapacidad de 1992 (Cth) relativa a la Ley de Migración de 1958 (Cth).

•
Que Australia cese en la práctica obligatoria de la prueba del VIH a todos los solicitantes de visado y solicitantes extranjeros de asistencia humanitaria o condición de refugiado.

•
Que Australia mejore la coherencia, transparencia y justicia administrativa para los inmigrantes y refugiados con discapacidad que solicitan un visado australiano.

•
Que se gestionen los acuerdos de ayuda a la discapacidad de modo que se permita a los discapacitados apoyarse en dichas ayudas para tener las mismas libertades que las personas sin discapacidad a la hora de elegir donde vivir.

Artículo 19

•
Que Australia, como prioridad urgente e inmediata, desarrolle e implante un marco para el cierre de todas las instituciones residenciales que alojan personas con discapacidad, incluidas las operadas por sectores no gubernamentales y privados, y asigne y proporcione los recursos necesarios para que dichas personas se muden a viviendas individuales dentro de la comunidad, así como otras ayudas que fomenten su integración y participación en la comunidad general.

•
Que Australia otorgue a las personas con discapacidad el control sobre los recursos que requieran para vivir con dignidad en la comunidad, garantizando que las personas con discapacidad puedan elegir dónde y con quién vivir, y qué persona o agencia contratarán para que les proporcione la ayuda necesaria.

•
Que Australia impulse los procesos de creación de una visión común que ayude a las personas con discapacidad y a sus familias en la búsqueda y visualización de verdaderas opciones de vida en la comunidad, en vez de las alternativas institucionales 'contemporáneas'.

•
Que Australia desarrolle, en asociación con las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, estrategias para la total concienciación en el desafío y superación de actitudes y creencias que perpetúan las alternativas segregadoras de vivienda y apoyo para las personas discapacitadas.

•
Que Australia desarrolle, en asociación con las personas con discapacidad y a través de sus organizaciones representativas y de defensa, marcos de trabajo y directrices para la creación de políticas de apoyo y vivienda que garanticen la provisión de recursos, programas y asignación de fondos, incluida la financiación individualizada, a fin de implementar los derechos contenidos en el CRPD.

•
Que Australia incremente progresiva y significativamente la disponibilidad del apoyo social necesario a las personas con discapacidad para vivir y ser parte de la comunidad (tales como atención personal, asistencia doméstica y apoyo a las funciones vitales diarias).

•
Que Australia incremente significativamente la oferta, asequibilidad y accesibilidad de vivienda social, para garantizar a las personas con discapacidad un mayor nivel de independencia y libertad y que puedan sentirse seguras y a salvo en su propio hogar.

•
Que Australia realice una importante inversión en mejorar los estándares y reglamentos universales de diseño que rigen la accesibilidad y asequibilidad de toda la vivienda pública y privada.

Artículo 20

•
Que Australia establezca un programa nacional coherente y adecuadamente financiado para optar a aparatos, ayudas y equipos asistenciales, que permitan a las personas con discapacidad, incluidos los que viven en áreas rurales y remotas, participar en todas las áreas de la vida en comunidad.

•
Que Australia, en asociación con las comunidades aborígenes y de Estrecho de Torres y sus organizaciones representativas, desarrolle mecanismos que establezcan soluciones relevantes a nivel local que garanticen que los equipos son adecuadamente resistentes y el mantenimiento y las reparaciones pueden llevarse a cabo localmente.

Artículo 21

•
Que Australia desarrolle los estándares oportunos para la accesibilidad de toda la información y formas de comunicación, incluidos varios idiomas de elección, en los procesos de consulta y eventos públicos.

•
Que Australia proporcione toda la información en formatos accesibles, incluidos descripción por audio, Braille, Inglés Común y subtítulos.

•
Que el Auslan sea reconocido como lenguaje oficial de signos en Australia, y que se reconozca legalmente el derecho de las personas sordas a utilizarlo.

•
Que Australia reconozca formalmente los requisitos de comunicación de personas que sean sordas y ciegas, y que implemente y financie cursos de habilitación nacionales para intérpretes de personas sordociegas.

•
Que Australia reconozca la comunicación aumentativa y alternativa en todas las comunicaciones oficiales, proporcionando la necesaria financiación para la adquisición de aparatos de comunicación aumentativos y alternativos.

Artículo 22

•
Que Australia revise y fortalezca las medidas para salvaguardar la privacidad de las personas con discapacidad, incluido el intercambio y gestión de información entre agencias gubernamentales.

•
Que las personas discapacitadas dispongan de información accesible y programas educativos sobre su derecho a la privacidad.

Artículo 23

•
Que, en línea con las recomendaciones del Comité para los Derechos del Menor de las NU

sobre la Eliminación de la Discriminación hacia las Mujeres y la Revisión Periódica Universal (UPR), Australia desarrolle a nivel nacional una legislación coherente y uniforme que expresamente prohíba la esterilización no terapéutica de niños, excepto en circunstancias 

en las que exista una seria amenaza para su salud o su vida; y que prohíba la esterilización no terapéutica de adultos sin su consentimiento pleno e informado, excepto en circunstancias en las que exista una seria amenaza para su salud o su vida.

•
Que Australia realice una consulta nacional urgente sobre las medidas de soporte jurídico, político y social que dan lugar a la separación y/o amenaza de separación de bebés y niños/as de sus progenitores, cuando éstos sufren de alguna discapacidad.

•
Que Australia recabe los oportunos datos estadísticos y de análisis sobre el número de progenitores con discapacidad en contacto con el sistema de protección de menores, y el número de menores separados de sus progenitores discapacitados, desglosados por género, etnia, pertenencia a la comunidad aborigen o de isleños de Estrecho de Torres, y otras variantes relevantes, para que sirva de base al desarrollo de las correspondientes políticas, financiación y ayudas.

•
Que Australia establezca medidas completas e intensivas para el apoyo familiar y a los progenitores con discapacidad, por género, que ayuden a mantener a los menores con sus padres y en sus propios hogares familiares.

•
Que Australia audite leyes, políticas y prácticas sobre adopción estatal, autonomía reproductiva y elección de procreación conforme al CRPD y establezca medidas para eliminar las contradicciones.

•
Que Australia establezca medidas para concienciar a la comunidad en general y, en concreto, a las personas con discapacidad, sus familias, el poder judicial y las agencias dedicadas a la protección del menor, sobre el derecho a la paternidad/maternidad, en especial, de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial, y promueva imágenes positivas de padres discapacitados dentro de la comunidad.

•
Que Australia ofrezca los recursos para la formación e información de las personas discapacitadas en materia de sexualidad, relaciones y derechos humanos, incluido el apoyo a las agencias que promueven el desarrollo de la sexualidad, incluidas aquellas que prestan sus servicios en instalaciones residenciales.

•
Que Australia se asegure de que, en la próxima revisión del Marco Nacional de Protección del Menor, se identifican e incluyen para su implantación aspectos específicos y estrategias completas, tanto para menores como para jóvenes con discapacidad y para padres con discapacidad.

•
Que Australia realice una inversión importante en ayudas y medidas que garanticen que las familias pueden ofrecer el soporte necesario a sus hijos con discapacidad sin necesidad de renunciar a su tutela. Dichas medidas deberían incluir modos coherentes de reunir datos de varias jurisdicciones, sobre la renuncia a la tutela de los menores con discapacidad por parte de sus familias.

Artículo 24

•
Que Australia lleve a cabo un estudio sobre la eficacia de las actuales políticas de integración educativa y la medida en la que se aplican los Estándares para la Discapacidad en cada estado y territorio.

•
Que Australia desarrolle estrategias coherentes para la financiación de estudiantes con discapacidad y provisión de recursos a sus profesores, ayudantes de profesores y administradores de escuelas, para que desarrollen buenas prácticas en educación integradora y creación de una cultura de bienvenida e integración para todos los estudiantes.

•
Que todos los profesores que utilizan el Auslan estén debidamente habilitados, y que todos los niños que lo utilicen tengan acceso a un profesor capacitado para usar el Auslan en escuelas de educación primaria y a un intérprete habilitado de Auslan en las escuelas de educación secundaria, en todo momento y para todas las actividades escolares.

•
Que todos los estudiantes con discapacidad tengan acceso a financiación y ayudas individualizadas y transferibles.

•
Que se implementen las siguientes medidas con respecto a la formación del profesorado, a fin de garantizar la integración general de estudiantes con discapacidad:

o
incremento de cursos de formación para profesores y ayudantes, con énfasis sobre la mejora de sus conocimientos y entendimiento de todos los aspectos relacionados con la discapacidad, así como sobre el diseño idóneo del currículo, valoración de aptitudes, gestión del comportamiento y estrategias educativas;

o
subvención y obligatoriedad de todos los cursos de formación y programas de desarrollo profesional para profesionales y ayudantes de integración, que serán realizados regularmente e incorporados en la formación educativa general, en vez de llevarse a cabo en sesiones distintas específicas para discapacidad;

o
incremento de recursos de apoyo de profesores y ayudantes; e

o
inclusión en los programas de enseñanza, junto con la formación general, de prácticas de interacción directa y estructurada con estudiantes discapacitados.

•
Que se acometa el problema del acoso escolar y la exclusión social de los estudiantes con discapacidad, mediante iniciativas nacionales que persigan el cambio de la cultura de la discriminación e intimidación de estudiantes discapacitados.

•
Que se enfatice el enfoque integral de la integración en educación, incluyendo la educación social y participación en todas las áreas de la vida escolar.

•
Que Australia fije los objetivos para incrementar las tasas de participación en estudios superiores y su finalización por parte de los estudiantes con discapacidad.

•
Que las instituciones educativas se centren en métodos actuales de buenas prácticas, a fin de ayudar a los estudiantes discapacitados que se encuentren en peligro de suspensión o expulsión, debido a comportamientos inaceptables.

Artículo 25

•
Que Australia realice un análisis a nivel nacional sobre el estado de salud de hombres, mujeres, chicos y chicas con discapacidad, a efectos de identificar las diferencias entre las personas con discapacidad y el resto de la comunidad, con respecto a un amplio rango de indicadores de salud, incluidas la nutrición, la salud dental, mental y fisiológica y el ejercicio.

•
Que se desarrolle una Estrategia Sanitaria Pública, que se centre en la prevención y diagnóstico temprano de diferentes aspectos de la salud de las personas con discapacidad, que posiblemente no tengan acceso a programas de revisión médica en su puesto de trabajo que sí se ofrecen a los trabajadores no discapacitados.

•
Que Australia financie la creación de una red nacional de especialistas sanitarios en discapacidad intelectual, como recurso para mejorar la capacidad de los servicios centrales, de modo que satisfagan las necesidades específicas de las personas con discapacidad intelectual.

•
Que la Estrategia Nacional sobre Discapacidad identifique acciones específicas por género, que resuelvan la injusticia experimentada por las mujeres discapacitadas y que conecten con acciones incluidas en la Estrategia Nacional para la Salud de la Mujer.

•
Que la Estrategia Nacional para la Salud de la Mujer incluya el compromiso de rectificar las injusticias sanitarias entre mujeres, en particular, identificando las necesidades sanitarias y aspectos específicos que afecten a mujeres y niñas con discapacidad, con especial atención a mujeres discapacitadas de las comunidades aborígenes y del Estrecho de Torres y aquellas que vivan en áreas rurales y aisladas.

Artículo 26

•
Que se implante un Programa Nacional de Seguro de Discapacidad a fin de prestar servicios y soporte a todas las personas discapacitadas que requieran ayuda para participar y ser parte de la comunidad en iguales circunstancias que los demás. Dicho Programa debería establecer la opción a la financiación necesaria para lograr dicho objetivo y procurar que las personas con discapacidad sean las que tomen las decisiones en cuanto a los servicios y soporte que reciben.

•
Que Australia establezca un mecanismo de asesoramiento y tratamiento oportunos de las necesidades terapéuticas y otras relacionadas con la salud de todas aquellas personas con discapacidad que necesitan ayuda.

Artículo 27

•
Que Australia lleve a cabo un estudio completo sobre los acuerdos actuales de promoción del empleo de personas con discapacidad, a fin de desarrollar un plan nacional que incremente significativamente el apoyo a mujeres y hombres discapacitados, en particular, mujeres y hombres con discapacidad intelectual, para que puedan pasar de la escuela a la formación para acceder al empleo abierto.

•
Que Australia cese en la financiación de centros de trabajo segregados.

•
Que Australia financie el apoyo al empleo para todas las personas con discapacidad, de manera individualizada, y de forma que puedan acceder a los entornos generales.

•
Que Australia lleve a cabo una auditoría de las herramientas de evaluación de salarios y condiciones laborales del empleo asistido, con el objeto de garantizar que las personas con discapacidad reciban una retribución justa y equitativa por su trabajo, recibiendo el apoyo necesario para pasar del empleo asistido al empleo abierto.

•
Que Australia incremente la inversión para eliminar las barreras estructurales en el empleo de mujeres y hombres con discapacidad, por lo que respecta a la adaptación y reforma de centros de trabajo, accesibilidad a los mismos, flexibilidad de requisitos laborales y transporte público accesible y asequible.

•
Que Australia adopte iniciativas para aumentar la participación en el empleo de mujeres con discapacidad, solventando las barreras estructurales específicas subyacentes, para su plena participación en el trabajo.

Artículo 28

•
Que Australia promueva la investigación por género y la recogida de datos desglosados, con respecto a la relación entre discapacidad y pobreza, identificando asimismo estrategias para monitorizar y mitigar la pobreza y, de este modo, acometer el problema de la pobreza entre las personas con discapacidad.

•
Que se incremente regularmente la Pensión de Ayuda a la Discapacidad, además de con respecto a los índices habituales, en consideración al coste extra que supone vivir con una discapacidad, a fin de garantizar que las personas discapacitadas tengan acceso a un nivel de vida apropiado.

•
Que Australia dé prioridad a las medidas para salvaguardar y proteger el ejercicio del derecho a un nivel de vida y protección social adecuados de las personas pertenecientes a las comunidades aborígenes y de Estrecho de Torres, incluida la educación sobre acuerdos para el apoyo económico y la prestación de ayudas a la discapacidad apropiadas y oportunas.

•
Que se derogue el plazo de espera de 10 años para que los inmigrantes puedan acceder a la DSP.

•
Que Australia revise la Tabla de Deficiencias desarrollada como instrumento de evaluación para determinar el nivel de derecho a las prestaciones, y garantizar que tenga su base en un instrumento de Clasificación Internacional que siga un modelo social.

•
Que se incremente la prestación por desempleo y otras, tales como el Pago por Paternidad, de modo que se equiparen con los pagos de otras pensiones.

Artículo 29

•
Que Australia proteja el derecho de las personas con discapacidad de votar en las elecciones en condiciones de igualdad, eliminando el artículo 93(8) de la Ley Electoral de 1918 (Cth) (disposición sobre 'perturbación mental') y/o promulgue legislación alternativa que restaure la presunción de capacidad de los discapacitados para votar y ejercer su derecho de elección.

•
Que Australia lleve a cabo un análisis exhaustivo crítico de los acuerdos legislativos y administrativos que rigen las cuestiones electorales, para garantizar que las personas con discapacidad puedan participar plena y equitativamente en los procesos electorales, incluida la posibilidad de ejercer su derecho a emitir un voto secreto libre e independientemente.

•
Que Australia garantice que los ciudadanos discapacitados con derecho a voto tengan a su disposición todos los recursos relativos a la votación en unas elecciones, mediante las medidas siguientes:

o
ofrecer a las personas con discapacidad un medio de inscribirse más sencillo para la emisión del voto por correo o preelectoral;

o
garantizar el acceso a centros electorales a los que se pueda acudir en transporte público y el acceso a las urnas;

o
proporcionar información y papeletas de votación en formatos alternativos; y

o
ofrecer modos de votación asistidos electrónicamente a aquellos que lo requieran, independientemente del coste que suponga dicho servicio.

•
Que Australia garantice que los materiales de voto, incluida la información sobre 'como votar' y los materiales relacionados con la emisión y registro del voto, se faciliten en diversos formatos. Ello incluye la provisión de sistemas para aumentar la capacidad de audición, intérpretes de Auslan, descripciones por audio, versiones Braille de la documentación, materiales en inglés común y el derecho a disponer de una persona de su elección que le asista en el proceso de voto.

•
Que Australia garantice el derecho a voto de todos los ciudadanos australianos que se encuentren en prisión, independientemente de la duración de su condena.

•
Que los servicios públicos de todas las jurisdicciones aumenten las oportunidades y ayudas a las personas con discapacidad, para que desempeñen un papel activo en la administración pública.

•
Que Australia acometa el fomento del liderazgo entre las personas con discapacidad, prestando a los discapacitados y a sus organizaciones representativas los recursos para que desarrollen iniciativas de potenciación del liderazgo y promuevan la participación de las personas con discapacidad en todas las áreas de la vida política y ciudadana y en todos los niveles de gobierno de Australia.

•
Que Australia proporcione a las organizaciones representativas de personas discapacitadas los recursos oportunos para que puedan participar en el proceso político.

Artículo 30

•
Que Australia proporcione los recursos suficientes para implementar plenamente la Estrategia Nacional sobre Arte y Discapacidad.

•
Que Australia se centre en desarrollar medidas que faciliten las relaciones sociales y de amistad para las personas con discapacidad, mediante ayudas a la discapacidad que fomenten la participación en un amplio abanico de oportunidades de ocio, en línea con las aspiraciones y preferencias de las personas con discapacidad.

•
Que Australia apoye adecuadamente la participación de las personas discapacitadas en todos los aspectos artísticos, incluido el desarrollo profesional.

•
Que Australia apoye adecuadamente la participación de las personas discapacitadas en las actividades deportivas y de ocio, tanto a nivel general como de élite.

•
Que Australia promueva las buenas prácticas para el turismo accesible.

•
Que Australia desarrolle medidas completas para eliminar las barreras a las necesidades culturales y vitales específicas de los aborígenes y habitantes de Estrecho de Torres con discapacidad y discapacitados de origen no angloparlante.

Artículo 31

•
Que Australia desarrolle medidas nacionales coherentes para la recogida y comunicación pública de datos desglosados, dentro de toda clase de obligaciones contenidas en el CRPD.

•
Que se desglosen todos los datos por edad, género, lugar de residencia, tipo de discapacidad y origen cultural.

•
Que las personas con discapacidad puedan acceder de manera gratuita a todos los datos recabados, a través de sus organizaciones de representación y defensa.

Artículo 32

•
Que Australia incremente su presupuesto de ayudas generales para que sea equiparable con los estándares internacionales, e incremente su compromiso de presupuesto con las iniciativas específicas de integración de la discapacidad.

•
Que AusAid contrate a personas con discapacidad para ocupar puestos de liderazgo y asesoramiento clave.

•
Que Australia apoye activamente a las DPOs australianas, asociándose y comprometiéndose con ellas para su desarrollo internacional.

•
Que AusAid se asocie con las DPOs australianas para promover el liderazgo de las personas con discapacidad, en el desarrollo de la integración de los discapacitados.

Artículo 33

•
Que la Oficina del Fiscal General y el Departamento de Familia, Vivienda, Servicios Comunitarios y Asuntos Autóctonos tomen medidas urgentes para consultar con las personas 

discapacitadas, a través de sus organizaciones representativas y de defensa, el establecimiento de un mecanismo de supervisión eficiente e independiente para avanzar tanto en la Estrategia Nacional sobre Discapacidad como en la implantación del CRPD en Australia.

•
Que Australia establezca una Comisión Nacional sobre Discapacidad y un Instituto Nacional de Investigación de la Discapacidad, como parte del marco de trabajo australiano para promover y supervisar la implementación del CRPD.
 Dichas entidades deberían trabajar en colaboración con otros elementos del marco de implementación y supervisión australiano, con todas sus capacidades, facultades y deberes respaldados por el CRPD.

•
Que Australia incorpore directamente el CRPD a la legislación australiana,
 incluyendo una Carta de Derechos, una disposición que incorpore el CRPD a las leyes, o la introducción o traducción específica de las obligaciones del Artículo 4 en las leyes nacionales. (Véase Artículo 5).

•
Que Australia examine su marco de trabajo para promover, proteger y supervisar la implementación del CRPD, garantizando que el mismo desempeñe un papel más estratégico que puramente informativo, incluida la supervisión de la transformación de las principales estructuras sociales que aseguren los niveles actuales y futuros de cumplimiento del CRPD, en aquellas áreas que estén fuera de la responsabilidad directa de las instituciones nacionales de derechos humanos.

•
Que Australia proporcione a las organizaciones representativas, de defensa y asesoramiento de las personas con discapacidad los recursos necesarios para participar en la implementación y supervisión del CRPD.

� Al contrario que el enfoque seguido en Australia donde las órdenes para la protección de costas se aplican de igual manera a ambas partes.


� Comité contra la Tortura, Observaciones Concluyentes del Comité contra la Tortura: Australia, sesión 40ª, Doc. NU CAT/C/AUS/CO/3 (22 de mayo de 2008) parr. 25.


� Elizabeth Stamopoulos, 'Empowering Preservice Teachers to Embrace Diversity' (2006) 31 - Facilitar a los Profesores en Formación los Medios para Fomentar la Diversidad -, Australasian Journal of Early Childhood, 30-9 - Diario Australiano sobre la Primera Infancia - <www.earlychildhoodaustralia.org.au/australian_journal_of_early_childhood/ajec_index_abstracts/empowering_preservice_teachers_to_embrace_diversity.html> 30-39.





� Jennifer Campbell, Linda Gilmore y Monica Cuskelly, 'Changing Student Teachers' Attitudes Towards Disability and Inclusion' (2003) 28 - Cambiar la Actitud de los Estudiantes de Magisterio Hacia la Discapacidad y la Integración -, Journal of lntellectual and Development Disability 370 - Diario sobre Discapacidad Intelectual y del Desarrollo - <http://eprints.qut.edu.au/4305/l/4305.pdf>.


� Personas Discapacitadas de Australia, Escrito Nº 345 al Comité para Asuntos Generales Nº 2 de Nueva Gales del Sur, Consulta sobre la Provisión de Educación a Estudiantes con Discapacidad o Necesidades Especiales, 19 de febrero de 2010, 5 <www.parliament.nsw.gov.au/Prod/parlment/committee.nsf/0/9686E87C7890FDD3CA2576E20082AD01>.


� Comisión Australiana de Derechos Humanos, Escrito a la Comisión de Productividad, Consulta sobre Asistencia y Ayuda a la Discapacidad de Larga Duración, 2010, 41 <www.hreoc.gov.au/disabiIity_rights/inquiries/NDIS.html>.





� Se sugiere la incorporación directa de la Convención sobre Derechos de Personas con Discapacidad en la legislación australiana, mediante un anexo a una Carta de Derechos nacional, siempre que dicha Carta de Derechos sea plenamente exigible y refrendada por mecanismos de supervisión relativos al CRPD: Phillip French, 'Informe Definitivo al Departamento de Estado Australiano de Familia, Vivienda y Servicios Comunitarios y Asuntos Autóctonos y al Fiscal General: Consultas con Organizaciones Australianas Representativas Regidas por Personas con Discapacidad, Consejos Asesores para los Discapacitados y Red de Servicios Jurídicos a la Discapacidad, sobre el Impacto de la Ratificación del Convenio sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad' (Informe, Instituto de Estudios e Investigación sobre la Discapacidad para el Grupo de Trabajo Australiano para la Ratificación del CRPD, junio 2009) <www.pwd.org.au/documents/pubs/SB09-National_Human_Rights_Consultation.doc>.





� Comisión Australiana de Derechos Humanos, 'Instituciones Nacionales para la Defensa de los Derechos Humanos y Supervisión e Implantación a Nivel Nacional del Convenio sobre Derechos de Personas con Discapacidad' (Escrito presentado en el Foro Asia-Pacífico de Instituciones Nacionales para la Defensa de los Derechos Humanos, Sídney, 2007) <www.hreoc.gov.au/disability_rights/convention/apf07.htm>. 
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